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SERVICIOS JURÍDICOS

Informe emitido a petición de la Mesa del Parlamento de Navarra con fecha 22 de octubre de 2012, sobre el nuevo estatus jurídico de los Parlamentarios no adscritos y sobre las eventuales consecuencias que en la organización del trabajo de la Cámara puede tener su existencia.

Pamplona, 2 de noviembre de 2012.
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Los Servicios Jurídicos de la Cámara, en cumplimiento del Acuerdo de 22 de octubre de 2012 de la Mesa del Parlamento de Navarra, tienen el honor de elevarle el siguiente

INFORME

Sobre el nuevo estatus jurídico de los Parlamentarios no adscritos y sobre las eventuales consecuencias que en la organización del trabajo de la Cámara puede tener su existencia 

I ANTECEDENTES

1. Con fecha 22 de octubre del año en curso el Portavoz del Grupo Parlamentario Nafarroa Bai dirigió a la Mesa del Parlamento de Navarra un escrito con el siguiente texto literal:

“Que con base en lo establecido en el Art. 31.1.B y concordantes del Reglamento de la Cámara quedan excluidos del Grupo Parlamentario Nafarroa Bai Don Manu Ayerdi Olaizola y D. Patxi Leuza García”.

2.  La Mesa del Parlamento de Navarra tuvo conocimiento del escrito mencionado en el apartado anterior en la sesión celebrada el mismo día en que tal escrito tuvo entrada en el Registro de la Institución, esto es, el 22 de octubre, en la que se adoptó el siguiente Acuerdo:

“1º Darse por enterada de dicha exclusión y considerar a dichos Parlamentarios como Parlamentarios no adscritos, con la consiguiente pérdida de los puestos que desempeñan en las comisiones en representación del antedicho Grupo Parlamentario”

3. En la misma sesión la Mesa del Parlamento de Navarra y en relación con “la exclusión del Grupo Parlamentario Nafarroa Bai de los Parlamentarios Forales” ya mencionados, adoptó el Acuerdo que se transcribe a continuación:

“Solicitar de los Servicios Jurídicos de la Cámara un informe sobre el nuevo estatus jurídico de dichos Parlamentarios y sobre las eventuales consecuencias que en la organización del trabajo de la Cámara puede tener la existencia de dos Parlamentarios no adscritos”.

II CONSIDERACIONES JURÍDICAS

1 INTRODUCCIÓN

El art. 31 del Reglamento del Parlamento de Navarra (RPN) trata de la figura de los denominados “Parlamentarios no adscritos”, esto es, los no integrados en ninguno de los Grupos Parlamentarios constituidos. El número 1 de dicho precepto establece:

“Tendrán la consideración de Parlamentarios no adscritos:

a) Los Parlamentarios Forales que, conforme a lo establecido en los artículos precedentes, no se integren en el Grupo Parlamentario correspondiente a la formación política, agrupación o coalición electoral en cuya candidatura hubieran concurrido a las elecciones.

b) Los Parlamentarios Forales que abandonen o queden excluidos del Grupo Parlamentario al que pertenezcan, circunstancias ambas que deberán ser comunicadas a la Mesa del Parlamento para su conocimiento y efectos”.

La situación que ahora nos ocupa, obviamente, no se corresponde con el supuesto contemplado en el apartado a) del art. 31.1 del RPN, toda vez que acaece con posterioridad al período inicial de constitución de los Grupos Parlamentarios tras la sesión constitutiva de la Cámara. Por tanto, la adquisición de la consideración de Parlamentarios no adscritos por los Ilmos. Sres. Ayerdi Olaizola y Leuza García obedece a las causas establecidas en el apartado b) del precepto reglamentario, esto es, a los supuestos en que “abandonen o queden excluidos del  Grupo Parlamentario al que pertenezcan”. La comunicación del Portavoz del Grupo Parlamentario Nafarroa Bai, utilizando prácticamente la misma expresión reglamentaria de textura altamente aséptica, se limita a consignar que los mencionados Parlamentarios “quedan excluidos” de dicho Grupo Parlamentario. No se está ante el caso del abandono del Grupo Parlamentario o dejación de su pertenencia a él instada por los interesados, sino ante una exclusión o apartamiento resuelto, cabalmente, por el propio Grupo Parlamentario. Así parece desprenderse del hecho de la inexistencia de manifestación alguna realizada respecto al particular por los Parlamentarios interesados y así lo ha entendido la Mesa al darse por enterada de “dicha exclusión”. Como consecuencia de ello, se considera a los Parlamentarios excluidos como “Parlamentarios no adscritos”.

Tales son los hechos de los que se ha de partir al objeto de pronunciarnos sobre “el nuevo estatus jurídico de dichos Parlamentarios y sobre las eventuales consecuencias que en la organización del trabajo de la Cámara puede tener a la existencia de dos Parlamentarios no adscritos”. Antes de pronunciarnos explícitamente sobre tales cuestiones, no obstante, es preciso realizar las siguientes precisiones:

· En primer lugar, aun reconociendo el derecho de los Parlamentarios a pertenecer a un Grupo Parlamentario, el Tribunal Constitucional (TC) no se cuestiona la legitimidad de que esta clase de organizaciones intraparlamentarias, en cuanto entidades asociativas, puedan expulsar a alguno de sus miembros. Así, en relación con el recurso de amparo presentado por un diputado de las Cortes Valencianas contra su expulsión del Grupo Parlamentario al que pertenecía, el Tribunal Constitucional (TC) declaró que el derecho a pertenecer a un Grupo Parlamentario “..., obviamente, no puede suponer -como pretende el recurrente- que éste pueda elegir o permanecer en el que libremente desee, pues ello supondría hacer prevalecer su voluntad sobre la de los demás miembros del Grupo”. Así pues, tal como se ha reseñado, el RPN admite la “exclusión” del Grupo Parlamentario por decisión de éste, al igual que lo hacen otros Reglamentos Parlamentarios, muchos de los cuales utilizan la más expresiva fórmula “expulsión”. Solución esta que no parece merecer reproche alguno de constitucionalidad.

· La figura del Parlamentario no adscrito se recogió inicialmente en el Reglamento provisional del Parlamento de Navarra de 1982, lo cual a la sazón no era inusual en el panorama del derecho parlamentario español, para desaparecer en 1985. Hasta la última reforma reglamentaria (2011), dicha figura no volvió a incluirse en el RPN, en el contexto de diversas medidas normativas en el ámbito de la administración local y de la representación parlamentaria llevadas a cabo en el Estado español bajo las directrices de determinados pactos políticos para la prevención del transfugismo. En efecto, una de tales medidas era la introducción del Parlamentario no  adscrito, como alternativa al Grupo Mixto, que quedaría reservado a la integración de los pertenecientes a formaciones políticas, agrupaciones o coaliciones electorales que no alcancen el número mínimo de Parlamentarios exigidos para formar Grupo Parlamentario o lo vean reducido en el transcurso de la legislatura.

· En diversos informes de estos Servicios Jurídicos se ha hecho referencia al fenómeno contemporáneo de lo que doctrinalmente se denomina Parlamento grupocrático, en el que los Grupos Parlamentarios se han convertido en los ejes vertebradores de la vida política de las modernas asambleas legislativas. Este tipo de Parlamento grupocrático hace pasar a primer plano el pluralismo político, en forma de nuevos sujetos de representación ideológica - los Grupos Parlamentarios-, con sus secuelas de representación grupal proporcional y de relaciones entre mayoría y minoría. Como también hemos señalado en otras ocasiones, el protagonismo de los Grupos Parlamentarios, en tanto sujetos colectivos, suele serlo en detrimento del papel del Parlamentario, en tanto representante individual de la ciudadanía. No obstante, hemos precisado también que, en el caso del Parlamento de Navarra, su inequívoca configuración grupocrática no ha impedido , en el nivel normativo, una nítida preservación funcional del Parlamentario individualmente considerado, superior al de otras asambleas legislativas.

· En cualquier caso, la figura del Parlamentario solitario, individual o no adscrito se ha introducido en los Reglamentos parlamentarios como un apósito frente a los fenómenos de desestabilización política en el marco de una normativa funcional y organizativa pensada sistemáticamente para una actuación intraparlamentaria de carácter grupal. En este marco, no es extraño que la doctrina aluda a la disfuncionalidad del Parlamentario no adscrito, ya apreciable en la lógica del sistema, y que puede dar lugar a cierta problemática en la actuación cotidiana de la Cámara. A este respecto, como se concretará, toda la regulación del Parlamentario no adscrito se contiene exclusivamente en el art. 31 (y, por conexión, en el art. 32.2) del RPN, sin ninguna referencia más a la figura a lo largo de toda la norma básica parlamentaria.

2 EL ESTATUS JURÍDICO DEL PARLAMENTARIO NO ADSCRITO Y EL EJERCICIO DE LAS FUNCIONES PARLAMENTARIAS

1º Estatus jurídico

Establece el art. 31 RPN:

“2. Los Parlamentarios no adscritos mantendrán dicha condición durante toda la legislatura, salvo en el supuesto de reincorporación al Grupo Parlamentario correspondiente a la formación política en cuya candidatura hubieran concurrido a las elecciones, previo consentimiento expreso de su Portavoz.

3. El acceso a la condición de Parlamentario no adscrito comportará la pérdida de los cargos y puestos que se desempeñen en los órganos parlamentarios a propuesta del Grupo Parlamentario de origen.

4. Los Parlamentarios no adscritos tendrán los derechos reconocidos reglamentariamente a los Parlamentarios Forales individualmente considerados. Corresponderá a la Mesa, previa audiencia de la Junta de Portavoces, resolver cualesquiera cuestiones relacionadas con su ejercicio.

5. Cada Parlamentario no adscrito tendrá derecho a formar parte de una Comisión. Dicha Comisión será determinada por la Mesa del Parlamento, previo acuerdo de la Junta de Portavoces.

6. La Mesa de la Cámara asignará a los Parlamentarios no adscritos los medios materiales que considere adecuados para el ejercicio de sus funciones, correspondiéndoles únicamente las percepciones económicas previstas en el artículo 15”.

De la regulación de esta reglamentación podemos extraer las siguientes características de esta categoría parlamentaria:

a) Los Parlamentarios no adscritos mantienen dicha condición durante todo el resto de la Legislatura, sin que puedan integrarse en ningún Grupo Parlamentario, salvo en el de origen, si es de nuevo aceptado.

b) Pierden todos los puestos y cargos que ocupaban, a propuesta del Grupo Parlamentario de origen, en los distintos órganos parlamentarios. La ausencia de toda distinción en el RPN implica que la pérdida afecta tanto a los puestos ostentados en las Comisiones (ordinarias o especiales), en la Comisión Permanente o en la Junta de Portavoces, en representación del Grupo Parlamentario de origen, como a los cargos electivos (Presidencia y demás miembros de la Mesa del Parlamento).

Conforme a la información existente, los Sres. Ayerdi Olaizola y Leuza García únicamente ostentan puestos en determinadas Comisiones, en representación del Grupo Parlamentario al que pertenecían. Puestos en los que han de cesar, como al parecer ha sucedido ya, a propuesta del Grupo Parlamentario Nafarroa Bai.

c) El Parlamentario no adscrito sólo tiene derecho a las percepciones económicas establecidas en el art. 15 RPN, esto es, retribuciones por el ejercicio de su cargo (fijas y periódicas o por asistencia), así como ayudas e indemnizaciones por gastos. La taxatividad de los términos reglamentarios excluye la posibilidad de cualquier asignación económica y, singularmente, de las que corresponden a los Grupos Parlamentarios en cuanto a tales

Además, en consideración a la ausencia de toda connotación grupal, la asistencia parlamentaria en el ejercicio de sus funciones tiene un régimen especial. El RPN establece que la Mesa les asignará los “medios materiales” que considere adecuados (art. 31.6). Nótese que, en contraposición con ello, el art. 35 RPN dispone que el Parlamento pondrá a disposición de los Grupos Parlamentarios “locales y medios suficientes”. De esta distinta configuración y tratamiento se deriva a nuestro juicio:

· En primer lugar, que los Parlamentarios no adscritos no tienen derecho a “locales” donde desarrollar sus tareas, sin perjuicio de lo que la Mesa estime oportuno disponer.

· En segundo lugar, sólo tienen derecho a que el Parlamento les suministre los medios “materiales” para ejercer sus funciones, en la forma que determine la Mesa. En este sentido negativo, carecen del derecho a que el Parlamento les dote de medios “humanos” para la asistencia a sus tareas, esto es, de “asistentes”, que en exclusiva corresponden a los Grupos Parlamentarios y, en su caso, Agrupaciones de Parlamentarios (art. 35 RPN y Acuerdo de la Mesa de 28 de enero de 2003).

d) En última instancia, los Parlamentarios no adscritos ostentan “los derechos reconocidos reglamentariamente a los Parlamentarios individualmente considerados”. Sin perjuicio de lo que con posterioridad se precise y matice, tales derechos se concretan en lo siguiente:

· El derecho a recibir directamente la asistencia de los Servicios parlamentarios, así como a solicitar información de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra y de sus entes dependientes, en la forma prevista en el art. 14 RPN.

· Derecho a asistir a las sesiones del Pleno y de las Comisiones. Puede decirse que, respecto al Pleno y a las Comisiones de que formen parte los Parlamentarios no adscritos, tal derecho comporta inequívocamente el de la participación en la votación de los asuntos de que se trate. 

Sin perjuicio de lo anterior, debe despejarse ya la cuestión relativa a su integración en las Comisiones. Aunque el art. 13.2 RPN prevé, en general, que los Parlamentarios Forales tienen derecho  “a formar parte, al menos, de una Comisión Ordinaria...”, el art. 31.5 del mismo Reglamento dispone que “cada Parlamentario no adscrito tendrá derecho a formar parte de una Comisión...”, sin especificar si se trata de ordinaria o especial. La precisión contenida en la específica norma relativa al Parlamentario no adscrito implica, a nuestro juicio, que su derecho se contrae a formar parte sólo de una Comisión. Comisión esta que, según nuestro criterio, ha de ser de carácter ordinario, en atención a que el derecho del Parlamentario lo es de carácter permanente, en contraposición a la naturaleza transitoria de las Comisiones Especiales. No es discutible, a la vista de los términos reglamentarios, que corresponde a la Mesa, previo acuerdo de la Junta de Portavoces, determinar la concreta Comisión de la que ha de formar parte cada Parlamentario no adscrito (art. 31.5 RPN), sin perjuicio de que puedan tenerse en cuenta sus preferencias.

En lo que hace a las Comisiones de las que no formen parte los Parlamentarios no adscritos, estos -como los restantes Parlamentarios- pueden asistir a sus sesiones sin voz ni voto (art. 13 RPN). No obstante, en términos generales, puede señalarse también que –como parlamentario no perteneciente a determinada Comisión- pueden asistir a ella con voz, pero sin voto, para formular sus enmiendas e iniciativas, en la forma prevista por el Reglamento para el procedimiento o debate de que se trate.

Respecto a su participación en los debates del Pleno, los Parlamentarios no adscritos sólo pueden intervenir haciendo uso de la palabra en los procedimientos actuados respecto a las iniciativas que ellos mismos formulen. Así se desprende de lo establecido con carácter general en el art. 90 RPN, en el que -sin perjuicio de las especialidades expresamente previstas- se reconoce el derecho a intervenir al Parlamentario que, con carácter individual, hubiere suscrito una determinada iniciativa, para su defensa y, en su caso, para la réplica (art. 90.1 y 4 RPN). El derecho a intervenir, con carácter general, en los debates sobre iniciativas ajenas solo se reconoce de forma expresa a los Grupos Parlamentarios (arts. 90.2 y 91, respecto al Grupo Parlamentario Mixto), e igual sucede respecto a concretos procedimientos deliberativos. El art. 105 RPN tampoco concede a los Parlamentarios individualmente considerados el derecho a intervenir en turno de explicación de voto respecto a cuestiones no precedidas de debate, derecho que se reserva a los Portavoces de los Grupos Parlamentarios.

El grado de intervención de estos Parlamentarios no adscritos en las Comisiones a que pertenezcan puede resultar más controvertido, partiendo de que los preceptos reglamentarios citados en el párrafo anterior rigen tanto para el Pleno como para las Comisiones. Si se atendiese exclusivamente a tales preceptos podría sostenerse que el Parlamentario no adscrito carece del derecho a participar en los debates que no obedezcan a la formulación de sus propias iniciativas o enmiendas. Consideramos, no obstante, que cabe una interpretación alternativa, que no carece de razonabilidad. En efecto, sucede que el art. 31.5 RPN establece el derecho a formar parte de una Comisión, sin límite alguno de los derechos generados por tal pertenencia. Como complemento de lo anterior, el art. 54.1.a) RPN dispone que los Parlamentarios miembros de la Comisión puedan asistir a ella “con voz y voto”. En vista de ello, no carece de lógica una eventual defensa de la tesis de que el Parlamentario no adscrito pueda hacer uso de la palabra tanto en relación con sus propias iniciativas como respecto a las que le son ajenas. Al objeto de asegurar la certeza en la posición de esta clase de Parlamentarios respecto a esta cuestión, no resultaría superfluo un expreso pronunciamiento de la Mesa.

2º Ejercicio de las diversas funciones parlamentarias (legislativa, control e impulso político).

a) Función legislativa.
Conforme a lo previsto en los arts. 126.1. b), 128.1 y 4, 132.3 y 148.1.a) del RPN los Parlamentarios no adscritos pueden formular proposiciones de Ley Foral, así como presentar enmiendas -tanto a la totalidad como al articulado- respecto a los proyectos de Ley Foral y a las proposiciones de Ley Foral instadas por otros Parlamentarios o Grupos Parlamentarios. No obstante, su participación en la deliberación y votación de sus enmiendas y proposiciones en Comisión queda condicionada, lógicamente, a la circunstancia de su pertenencia o no a la que sea competente en la materia, en los términos expresados con anterioridad. En el caso del Pleno, sirve también lo señalado precedentemente, en el sentido de que el Reglamento no ampara su derecho a participar en los debates si no formula sus propias enmiendas o proposiciones de Ley Foral. 

Sin perjuicio de todo lo anterior, el derecho a presentar enmiendas in voce en Comisión resulta condicionado, por un lado, a su pertenencia o no a la Comisión correspondiente y, por otro, al hecho de que sea respaldado por un número de parlamentarios suficiente para alcanzar un quinto de sus integrantes, tal como se exige  en el art. 136.1 RPN. Otro tanto cabe decir respecto al mantenimiento de enmiendas para el Pleno, en los casos del proyecto de Ley Foral de Presupuestos y en los proyectos y proposiciones de Ley Foral de mayoría absoluta (art. 20.2 LORAFNA), que sólo procederá si han  recibido el respaldo de un quinto de los miembros de la Comisión. Respecto a la intervención en el Pleno de los Parlamentarios no adscritos, en el caso de sus enmiendas, sólo procederá si resultan mantenidas respecto a las iniciativas legislativas y con los requerimientos expresados anteriormente (art. 139.1 RPN).

En relación a los proyectos o proposiciones de Ley Foral ordinarios (no contemplados  en el art. 139 RPN y 20.2 de la LORAFNA), 
la participación en el debate plenario de los Parlamentarios no adscritos sólo procederá -de acuerdo con cuanto se lleva razonado- en el caso de que sean los autores de la iniciativa legislativa o de la enmienda a la totalidad. Asimismo, carecen de la facultad de formular enmiendas in voce a los dictámenes relativos a todas las iniciativas legislativas, que el art. 140 RPN reserva a los Grupos Parlamentarios.

b) Funciones de control e impulso.

· Preguntas. Las preguntas, orales y escritas, constituyen un instrumento de control prototípico de los parlamentarios individualmente considerados, de conformidad con lo previsto en el art. 188 y siguientes del RPN. Los Parlamentarios no adscritos tienen pleno derecho a formularlas, aunque puede plantear cierta problemática la sustanciación de las preguntas orales en el Pleno. En efecto, para comenzar, el art. 192.1 RPN sólo permite a los Grupos Parlamentarios presentar preguntas de máxima actualidad. Por otra parte, es problemático el cómputo de preguntas orales que los Parlamentarios no adscritos pueden formular en cada sesión plenaria, toda vez que  el art. 192.2 del Reglamento fija sólo los cupos correspondientes a los Grupos Parlamentarios. En este punto será necesario que la Mesa determine las preguntas orales ordinarias de los Parlamentarios no adscritos que pueden sustanciarse en las sesiones plenarias, una vez cubierto el cupo correspondiente a los diversos Grupos Parlamentarios.

· Interpelaciones. A tenor de lo dispuesto en los arts. 183 y siguientes del RPN, los Parlamentarios no adscritos pueden formular interpelaciones al Gobierno de Navarra y a cada uno de sus miembros. Su sustanciación en el Pleno no presenta particularidad alguna respecto a la participación en el debate del Parlamentario no adscrito que la formule. Sin embargo, en el caso de interpelaciones no formuladas por ellos mismos, carecen de la facultad de intervención en turno final de fijación de posición, que se reserva a los portavoces de los distintos Grupos Parlamentarios (art. 186.2 RPN). Más problemática resulta la presentación de mociones como consecuencia de interpelaciones. En efecto, el art. 187.1 RPN declara enfáticamente que “toda interpelación podrá dar lugar a una moción en que la Cámara manifieste su posición”, pero en el apartado 2 de dicho precepto parece atribuirse en exclusiva al Grupo Parlamentario la facultad de presentar la correspondiente moción. En este punto también habrá de pronunciarse la Mesa, aunque nuestro criterio es proclive al derecho del Parlamentario no adscrito a formular tales mociones, si no quiere desvirtuarse  la terminante declaración contenida en el apartado 1 del art. 178 del RPN y siendo así que, con carácter general, los Parlamentarios individualmente considerados  pueden  presentar mociones, sin más límites que los que afectan a los Grupos Parlamentarios (art. 196 RPN).

· Mociones. Tal como se acaba de precisar los Parlamentarios no adscritos pueden formular mociones (art. 196 RPN), así como presentar enmiendas a las formuladas por otros Parlamentarios o Grupos Parlamentarios. De hacer efectivos los derechos mencionados, la intervención de los Parlamentarios no adscritos en la deliberación de su moción o de su enmienda no presenta particularidad alguna. Al propio tiempo, su derecho al voto en la Comisión a que pertenezca y en el Pleno es irrestricto. En sentido contrario, carecerá del derecho al uso de la palabra, tanto en el Pleno como en las Comisiones de las que no forme parte, en los debates respecto a mociones ajenas, salvo que las haya enmendado (art. 198 RPN).

· Solicitudes de comparecencia. El art. 203 RPN, implícitamente, reconoce el derecho de los Parlamentarios o de los Grupos Parlamentarios a solicitar de la Junta de Portavoces que inste a los miembros del Gobierno de Navarra a comparecer ante la Comisión correspondiente. Sucede, sin embargo, que la Junta de Portavoces sólo está obligada a instar tal comparecencia en el supuesto de que sea solicitada por “una quinta parte de los miembros del Parlamento o de dos Grupos Parlamentarios que, como mínimo, tengan tal representación...”. Así las cosas, el Parlamentario no adscrito podrá solicitar esta clase de comparecencias, pero el derecho a que tengan lugar sólo es efectivo si la petición viene suscrita por otros parlamentarios hasta alcanzar el porcentaje establecido en el art. 203.2 RPN, ya señalado. No obstante, nada impide al Parlamentario no adscrito formular la correspondiente solicitud, que será resuelta discrecionalmente por la Junta de Portavoces.

No nos extenderemos más en el examen de la rica casuística que puede presentar la existencia de los Parlamentarios no adscritos. Hemos señalado las cuestiones que, a primera vista, nos resultan más trascendentes, aunque seguramente el desenvolvimiento de la actividad parlamentaria cotidiana pondrá de relieve nuevos problemas.

En este aspecto resulta determinante el papel de la Mesa del Parlamento a la que corresponde, previa audiencia de la Junta de Portavoces, “resolver cualesquiera cuestiones relacionadas con (el) ejercicio” de los derechos reglamentarios de los Parlamentarios no adscritos (art. 31.4 RPN). Se han expuesto ya algunos aspectos problemáticos sobre la materia y, con seguridad, irán apareciendo otros, por lo que la Mesa habrá de terminar de completar el estatus jurídico de los Parlamentarios no adscritos, cuando estime pertinente y en la forma y con el alcance que nuestro Reglamento permite.

A este respecto, se ha de señalar que algún parlamento autonómico ha dictado Acuerdo específico de la Mesa relativo al estatus de los parlamentarios no adscritos. Es el caso, por ejemplo, del Acuerdo de la Mesa de las Cortes Valencianas de 18 de noviembre de 2008, que constituye un recopilatorio de los derechos reconocidos en su Reglamento a esta clase de parlamentarios. Sin perjuicio de que tal Acuerdo general pueda presentar cierta utilidad por su mero carácter condensatorio de aquellos derechos, no resuelve, sin embargo, el potencial problemático que la inserción del Parlamentario no adscrito puede suscitar. A nuestro juicio, de decidirse dictar una normativa complementaria al RPN respecto al estatuto jurídico de nuestros parlamentarios no adscritos, deberá hacerse con un afán de mayor complitud, a la vista de las cuestiones suscitadas y de otras que puedan surgir de un examen más sosegado de la materia que nos ocupa. A todo lo cual debe preceder un pronunciamiento relativo a la configuración de la composición de las Comisiones, cuya problemática se aborda a continuación.

3 En especial, la configuración de la composición de laS Comisiones Ordinarias.

1º Las determinaciones reglamentarias

Conforme a lo previsto en el art. 29.4 del RPN, “los Grupos Parlamentarios tienen el derecho y el deber de estar representados en las sesiones que celebre la Cámara por alguno de sus miembros...”. A su vez, dispone el art. 45.1 de dicho Reglamento lo siguiente:

“Las Comisiones, salvo precepto en contrario, estarán formadas por los miembros que designen los Grupos Parlamentarios en el número que respecto de cada uno indique la Mesa del Parlamento, previo acuerdo vinculante de la Junta de Portavoces, y en proporción a su importancia numérica”.

De la interpretación coordinada de ambos preceptos y de otros concordantes con ellos, se extraen unos principios básicos avalados por la práctica parlamentaria sistemáticamente seguidos hasta ahora y que se concretan en lo siguiente:

· Con las salvedades expresamente establecidas en el RPN respecto a determinadas Comisiones, como es el caso de la de Reglamento, el Reglamento no determina con carácter general su composición, que se defiere a la potestad organizativa autónoma del Parlamento, actuable a través de los órganos a quienes se atribuye la correspondiente competencia.

· Corresponde a la Mesa del Parlamento, en virtud de la competencia residual que le es reconocida en el art. 37.1.10ª RPN, determinar el número de parlamentarios que integran las respectivas Comisiones. No hay disposición reglamentaria que establezca predeterminación alguna respecto a dicha composición numérica ni tampoco pronunciamiento reglamentario alguno que obligue o sugiera la uniformidad cuantitativa en la composición de las diversas Comisiones.

No obstante, con las excepciones reglamentariamente previstas, la practica inveterada de este Parlamento pone de relieve que, con oscilaciones en las diversas legislaturas, la composición de las Comisiones ordinarias ha sido siempre uniforme. Práctica esta que, en principio y desde la perspectiva de los postulados de certeza y objetividad, parece plenamente razonable.

· A cada Grupo Parlamentario corresponde, al menos, un representante en todas las Comisiones; conclusión esta que, si es deducible de los preceptos analizados de nuestro Reglamento, resulta inequívoca en otros Reglamentos parlamentarios por proclamarse así de forma expresa y directa.

· Cada Grupo Parlamentario tiene derecho a tantos representantes en las diversas Comisiones como proporcionalmente le corresponda en razón a su importancia numérica. A los efectos de despejar equívocos y predeterminar la materialización de dicha proporcionalidad, la disposición adicional cuarta del RPN establece que, para el cómputo del número de parlamentarios, “...las fracciones iguales o superiores a 0,5 se corrigen por exceso y las restantes por defecto”.

Con tales premisas, corresponde a los diversos Grupos Parlamentarios designar a sus representantes en las distintas Comisiones, conforme al número que respecto a cada uno indique la Mesa, previo Acuerdo vinculante de la Junta de Portavoces. La discrecionalidad del Grupo Parlamentario viene limitada por la prescripción reglamentaria de que todo parlamentario tiene derecho a pertenecer, al menos, a una Comisión, según hemos señalado.

Tras todo ello, lo que hemos de volver a enfatizar es que los parlamentarios no adscritos tienen el derecho a formar parte de una Comisión. Naturalmente, esta determinación reglamentaria constituye, si no una excepción a la norma de la proporcionalidad numérica en la composición de estos órganos, al menos una regla imperativa que no resulta fácil cohonestar con la expresada proporcionalidad exigida con carácter general. Y esta peculiar situación, generada ya por la existencia de dos parlamentarios no adscritos, es la que debe resolverse de forma perentoria.

2º Las posibles vías de solución

a) La situación actual.

Como bien sabemos, las Comisiones Ordinarias del Parlamento de Navarra tienen una composición uniforme de quince miembros, distribuidos de la siguiente forma:

	Grupo Parlamentario
	N.º Parlamentarios

	Unión del Pueblo Navarro 
	6

	Socialistas de Navarra
	3

	Nafarroa Bai 
	2

	Bildu-Nafarroa 
	2

	Popular del Parlamento de Navarra 
	1

	Izquierda-Ezkerra 
	1


Dicha composición responde a los siguientes porcentajes proporcionales respecto al número total de Parlamentarios:

	Grupo Parlamentario
	Parlamentarios
	Porcentaje
	Resultados
sobre 15

	Unión del Pueblo Navarro 
	19
	38
	5.70

	Socialistas de Navarra 
	9
	18
	2.70

	Nafarroa Bai 
	8
	16
	2.40

	Bildu-Nafarroa 
	7
	14
	2.10

	Popular del Parlamento de Navarra 
	4
	8
	1.20

	Izquierda-Ezkerra 
	3
	6
	0.90


Como cabe observar, las fracciones –en aplicación del RPN- se han reconducido a la unidad por exceso o por defecto, beneficiando o perjudicando a unos u otros -en términos estrictamente cuantitativos- según los cocientes respectivos.

b) Las alternativas existentes

Hemos de partir del derecho de cada uno de los Parlamentarios no adscritos a formar parte de una de las Comisiones existentes, como regla imperativa, ajena a la norma de la proporcionalidad representativa que es predicable de los Grupos Parlamentarios. Se trata, por tanto, de cohonestar una norma general de proporcionalidad con la regla excepcional de tal categoría de parlamentarios, lo cual difícilmente puede arrojar soluciones plenamente satisfactorias.

De acuerdo con la práctica seguida en este y en otros Parlamentos, las alternativas son variadas. Ahora bien, se ha de partir de la confluencia más idónea entre el derecho constitucional  al ejercicio del cargo público representativo (art. 23.2 CE) y al requerimiento de proporcionalidad en la representación de las distintas opciones políticas estructuralmente organizadas en el seno de  los Parlamentos, conforme a la jurisprudencia constitucional. A este respecto, el TC ha declarado STC 93/1998, de 4 de mayo, FJ 3:

“En cuanto a lo primero, es doctrina de este Tribunal contenida, entre otras, en la STC 32/1985, fundamento jurídico 2.o, que «la inclusión del pluralismo político como un valor jurídico fundamental (art. 1.1 C.E.) y la consagración constitucional de los partidos políticos como expresión de tal pluralismo, cauces para la formación y manifestación de la voluntad popular e instrumentos fundamentales para la participación política de los ciudadanos (art. 6), dotan de relevancia jurídica (y no sólo política) a la adscripción política de los representantes y que, en consecuencia, esa adscripción no puede ser ignorada, ni por las normas infraconstitucionales que regulen la estructura interna del órgano en que tales representantes se integran, ni por el órgano mismo, en las decisiones que adopte en ejercicio de la facultad de organización que es consecuencia de su autonomía. Estas decisiones, que son, por definición, decisiones de la mayoría, no pueden ignorar lo que (...) podemos llamar derechos de las minorías». Así, pues, como resulta de esta Sentencia, la proporcionalidad en la composición de las Comisiones viene exigida por la propia Constitución. 

Ahora bien, como ha declarado este Tribunal desde la STC 40/1981, la proporcionalidad en la representación es difícil de alcanzar totalmente o de forma ideal, siendo mayor la dificultad cuanto menor sea el abanico de posibilidades, «dado por el número de puestos a cubrir en relación con el de fuerzas concurrentes» y, desde luego, cuando se trata de «elecciones internas de asambleas que han de designar un número muy reducido de representantes». Consecuencia de esta doctrina es que «la adecuada representación proporcional sólo puede ser, por definición, imperfecta y dentro de un margen de discrecionalidad o flexibilidad, siempre y cuando no se altere su esencia”.

Es esta una jurisprudencia sistemática y consolidada, de la que cabe concluir, como concluye el TC en la misma sentencia calendada, que “la proporcionalidad enjuiciable en amparo, en cuanto constitutiva de discriminación, no puede ser entendida de forma matemática, sino que debe venir anudada a una situación notablemente desventajosa y a la ausencia de todo criterio objetivo que la justifique”.

Teniendo en cuenta todo lo anterior, a la vista de la práctica existente, las alternativas esenciales para afrontar la situación que nos ocupa consisten básicamente en dos. La primera de ellas partiría de la consagración de la uniformidad en el número de parlamentarios integrantes de las Comisiones Ordinarias. La segunda realizaría una diferenciación entre las comisiones en las que no están integrados los parlamentarios no adscritos, con un número uniforme de miembros, y aquéllas a las que pertenezcan  dichos parlamentarios, con un parlamentario más que las anteriores cada una de ellas. Veamos, seguidamente, el resultado que llevarían aparejado, partiendo como hipótesis de la actual composición de la Comisiones en el Parlamento de Navarra.

1ª Alternativa. Todas las Comisiones tendrían quince miembros. En dos de ellas se integrarían los dos Parlamentarios no adscritos, en tanto que en las restantes estarían representados exclusivamente los Grupos Parlamentarios existentes. El problema radica en la integración y composición grupal de las dos Comisiones a que han de pertenecer los Parlamentarios no adscritos, cada uno a una de ellas. En este caso, lógicamente, los puestos a cubrir por los Grupos Parlamentarios pasan de 15 a 14, dado que el decimoquinto está reservado al Parlamentario no adscrito. El resultado es que uno de los Grupos Parlamentarios ha de perder representación en exactamente un miembro. ¿Cómo ha de llegarse al concreto resultado del Grupo Parlamentario al que se prive de un representante, teniendo en cuenta que todas han de ostentar representación? Dos son las opciones que la práctica parlamentaria pone de relieve:

· En supuestos como el que nos ocupa o similares a él, algún Parlamento se ha pronunciado por privar al Grupo Parlamentario de procedencia del Parlamentario no adscrito o perteneciente al Grupo Mixto de un representante en la Comisión afectada por la integración del Parlamentario que abandona o es expulsado de aquel Grupo. Así se actuó, en efecto, en el año 2000, cuando una Parlamentaria del Grupo Euskal Herritarrok abandonó este Grupo y así se ha actuado en otros Parlamentos. Los supuestos, no obstante, afectaban a integrantes del Grupo Mixto, lo que planteaba cuestiones que no es del caso exponer, aunque el criterio de configuración de la composición de las Comisiones sirve perfectamente como referencia.

De acuerdo con este criterio el Grupo Parlamentario de Nafarroa Bai perdería un representante en cada una de las dos Comisiones integradas por Parlamentarios no adscritos.

· La segunda opción consiste en una pretendida confluencia exacta entre la norma de proporcionalidad grupal referida a los catorce representantes de esta naturaleza y la regla de la reserva de un puesto al Parlamentario no adscrito. Según ello, el resultado sobre catorce puestos a repartir, teniendo en cuenta el nuevo porcentaje del Grupo Parlamentario Nafarroa Bai, sería el siguiente:

	Grupo Parlamentario
	Parlamentarios
	Porcentaje
	Resultados

	Representantes
en la Comisión

	Unión del Pueblo Navarro 
	19
	38
	5.32
	5

	Socialistas de Navarra 
	9
	18
	2.52
	3

	Bildu-Nafarroa 
	7
	14
	1.96
	2

	Nafarroa Bai 
	6
	12
	1.68
	2

	Popular del Parlamento de Navarra 
	4
	8
	1.12
	1

	Izquierda-Ezkerra 
	3
	6
	0.84
	1


Conforme a ello, el Grupo Parlamentario de Unión del Pueblo Navarro perderá en las dos Comisiones afectadas, un representante en cada una de ellas.

2ª Alternativa. Actualmente existen doce Comisiones Ordinarias. Conforme a esta alternativa, diez de ellas contarían con quince miembros y las dos restantes con dieciséis; las primeras estarían integradas por los representantes de los Grupos Parlamentarios existentes en la proporción actualmente establecida y las segundas, además, por un Parlamentario no adscrito, cada una de ellas. La sustanciación de esta fórmula requiere la determinación específica y singular de las concretas Comisiones compuestas por dieciséis parlamentarios y la asignación a cada una de ellas de uno de los dos Parlamentarios no adscritos. A tales efectos, la Mesa, previo acuerdo vinculante de la Junta de Portavoces, adoptaría las resoluciones pertinentes, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 31.5 y 45.1 del RPN.

Han sido expuestas las variantes fundamentales para dar solución a la configuración y composición de las Comisiones como consecuencia de la irrupción sobrevenida de dos Parlamentarios no adscritos derivada de su exclusión del Grupo Parlamentario en el que originariamente estaban incluidos. Pueden existir otras. A los órganos competentes del Parlamento de Navarra corresponde optar por la alternativa que estimen más pertinente, ya entre las expuestas, ya entre otras que puedan arbitrarse, respetando el ejercicio de los derechos del cargo parlamentario y la regla de proporcionalidad en la representación de los Grupos Parlamentarios que, como se ha dicho, no ha de ser entendida en términos aritméticamente exactos. Son perjuicio de ello, a título simplemente ilustrativo, parece oportuno realizar las siguientes precisiones:

· Tal como se ha señalado, la integración de los parlamentarios no adscritos -como excepción a la norma de proporcionalidad general- impide la plena y exacta operatividad de esta regla esencial en el conjunto de todas las Comisiones Ordinarias, sea cual sea la solución por la que se opte.

· Las opciones incluidas dentro de la primera alternativa -esto es, la que parte de un número uniforme y general de miembros para todas las Comisiones-, no alcanzan a satisfacer al máximo la representación proporcional de los Grupos Parlamentarios tal como inicialmente fueron estructurados, como resultado -en última instancia- del grado de apoyo ciudadano con que contaron las distintas ofertas electorales. Es el caso que, con respecto a la primera opción, el Grupo Parlamentario Nafarroa Bai perdería un representante en dos Comisiones, pese a que en estrictos términos proporcionales no es una consecuencia obligada. Por lo que se refiere a la segunda opción, tal como ha sido verificada en algún Parlamento, la pérdida de representación afectaría al Grupo Parlamentario de Unión del Pueblo Navarro, mayoritario en la Cámara, con arreglo a una fórmula correctora de proporcionalidad, y tal pérdida de representantes acaece en virtud de circunstancias a las que es por completo ajeno el mencionado Grupo. Todo lo cual se precisa, no obstante, sin menoscabo de la directriz constitucional acerca de la proporcionalidad representativa como una regla no estrictamente matemática.

· Desde la perspectiva del más pleno y cabal respeto a la regla de la proporcionalidad representativa, la que hemos calendado como 2ª alternativa es la que prima facie se acerca más a su operatividad más efectiva, sin desconocer el resultado de la primigenia configuración representativa de los Grupos Parlamentarios originada tras la constitución de la Cámara en esta Legislatura. Cierto es que la objetividad en la configuración de la composición de las Comisiones resulta en cierto modo resentida. No cabe negar que la previsión de dos Comisiones con un Parlamentario más cada una de ellas constituye una solución ad hoc para dar cabida en ellas a dos Parlamentarios no adscritos. Ahora bien, esta particular solución responde, consecuentemente, a lo que es una singular afectación de la figura de la no adscripción al funcionamiento ordinario de la Cámara estructurado de forma general en torno a los Grupos Parlamentarios. Según nuestro criterio, lejos de ser una opción irrazonable o caprichosa, puede constituir una solución integradora en la que se cohonestan en una mayor medida las reglas de la proporcionalidad grupal y de la integración de los no adscritos.

conclusiones

Primera. Bajo las premisas generales que se han establecido y, en ausencia de una norma complementaria general del RPN relativa al ejercicio de los derechos de los Parlamentarios no adscritos, las cuestiones que surjan en torno a tal ejercicio habrán de ser resueltas caso por caso por los órganos competentes del Parlamento, sin perjuicio de la competencia general de la Mesa al respecto.

Segunda. La Mesa habrá de determinar los medios materiales y, en su caso, de otra naturaleza, que asigna a los dos Parlamentarios no adscritos.

Tercera. Es perentoria la necesidad de que la Mesa, previo acuerdo de la Junta de Portavoces, se pronuncie respecto a la configuración y composición de las Comisiones Ordinarias, así como a la asignación de las que corresponda integrar a los dos Parlamentarios no adscritos.

Este es nuestro informe que, como siempre, sometemos a cualquier otro mejor fundado en Derecho.

Pamplona, 2 de noviembre de 2012

El Letrado,

Miguel Esparza Oroz

Conforme:

El Letrado Mayor,

Pablo Díez Lago




























































